
Una selección de sentencias en materia laboral del año 2024  

(Tribunal Constitucional y Tribunal Supremo) 

 

I. Tribunal Constitucional. 

 

De las 157 sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional, 

únicamente 16, un poco más del 10% apenas, son pronunciamientos 

afectantes a la materia sociolaboral. Si además diez de ellas resuelven 

recursos de amparo, de las que cinco corresponden a una serie 

(permiso por nacimiento en familia monomarental), dos de las tres que 

conocen recursos de inconstitucionalidad son también sobre la misma 

norma impugnada, y finalmente tres se refieren a cuestiones de 

inconstitucionalidad; lo que supone que el Tribunal Constitucional tiene 

realmente nueve pronunciamientos en sentencias durante el año 2024. 

 

Se seleccionan de ellas tres sentencias y un auto, especialmente 

relevante, que parece cerrar definitivamente la imposibilidad de acceso 

a la pensión de viudedad desde la pareja de hecho informal. 

 

1. STC 81/2024, de 3 de junio. 

 

Se trata de un supuesto de discriminación por identidad de género, que 

deriva de un procedimiento judicial de una trabajadora interina del 

Museo Arqueológico de Córdoba. Con independencia del resultado 

concreto del amparo, que no se concede, con el argumento de que la 

decisión extintiva no es adoptada en el ámbito de la dirección del 

Museo, sino de la Junta de Andalucía, resulta interesante por la 

doctrina sobre la identidad de género como causa de discriminación 

prohibida y su proyección en el ámbito laboral (fj 3). Resulta 

imprescindible la cita como antecedente de la STC 67/2022, de 2 de 

junio, con una aportación doctrinal especialmente reseñable sobre la 

discriminación por razón de identidad de género, en la que se considera 

la imprecisión técnica del término trans, que para el Tribunal 

Constitucional puede incluir diversidad de situaciones (transexuales 

mujeres y hombres, personas no binarias, travestis, queer, personas 

de género fluido, asexuales, polysexuales y quienes definen su género 

como otro – fj 3). 

 

2. ATC 89/2024, de 24 de septiembre. 

 



Este relevante auto se resuelve cuestión de inconstitucionalidad 

planteado por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 

Baleares, en relación al artículo 221 de la Ley General de la Seguridad 

Social; en un caso límite de una mujer cuya pareja fallece, con dos 

hijos en común, treinta años de convivencia, vivienda común y 

dependencia económica de su pareja (requisito ya no exigible desde la 

Ley 21/2021, de 28 de diciembre, aún no aplicable en este asunto); 

pero sin haber formalizado inscripción registral o documento público de 

constitución de la pareja de hecho. La alegación novedosa, conocida la 

reiterada y pacífica doctrina constitucional al respecto desde el año 

2014, que niega el acceso a la pensión de jubilación al supérstite de la 

pareja de hecho informal; se plante por la Sala balear la posibilidad de 

discriminación indirecta para las mujeres, desde una perspectiva de 

género, en el actual sistema de protección de las parejas de hecho, por 

considerar que en las parejas heterosexuales existe una subordinación 

y dependencia de las mujeres en las mismas, sobre todo cuando es 

económica, que el Tribunal Constitucional concluye que es una 

percepción subjetiva del órgano judicial, carente de base empírica, 

descartando en definitiva que concurra discriminación alguna. Con este 

auto parece que se cierra la doctrina constitucional sobre esta cuestión. 

 

3. STC 135/2024, de 4 de noviembre. 

 

Otro recurso de amparo en el que se invoca la vulneración del artículo 

24.2 CE, por dilaciones indebidas en el proceso social. En este caso 

también el asunto proviene de un Juzgado de lo Social de Sevilla, que 

señala el acto del juicio para tres años y cinco meses después de 

presentada la demanda, en un procedimiento ordinario. Parte el 

Tribunal Constitucional del dato estadístico, once meses de promedio 

en el señalamiento en los procedimientos ordinarios en la jurisdicción 

social. Considera nuevamente el Tribunal que se vulnera el derecho 

fundamental a un proceso sin dilaciones, y lo relevante de este 

pronunciamiento, como evolución de sus dos sentencias anteriores. En 

la STC 125/2022, de 10 de octubre, se concedió el amparo 

constitucional y se ordenó que se realizar un nuevo señalamiento 

anticipado al inicialmente fijado. Por su parte en la STC 31/2023, de 

17 de abril, el Tribunal se limitó a otorgar el amparo como mero 

reconocimiento declarativo. En la ahora referida el Tribunal también se 

concede el amparo, pero se indica que estas situaciones son un 

supuesto de funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, 

pareciendo animar a que las partes no tienen necesidad de acudir al 



Tribunal Constitucional si quieren obtener una indemnización ante 

estas circunstancias. 

 

4. STC 140/2024, de 6 de noviembre. 

 

Cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sala de lo Social del 

Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, en relación al permiso por 

nacimiento y cuidado establecido en el artículo 48.4º ET, de dieciséis 

semanas para cada persona progenitora, que en los supuestos de 

familiar monoparental no se incrementa. El Tribunal Constitucional, con 

una división evidente en su seno al respecto, resuelve que concurre un 

supuesto de discriminación, de manera que el precepto legal, que no 

se anula, ha de interpretarse en el sentido de que concurriendo familia 

monoparental el permiso será de veintiséis semanas. Este criterio no 

afecta a los asuntos firmes en vía administrativa o que hayan agotado 

un procedimiento judicial con sentencia firme. En este sentido a 

continuación se estiman cinco recursos de amparos y siete más en la 

primera remesa de 2025, y uno de ellos se rechaza por caducidad en 

la presentación de la demanda de amparo, cuyo plazo por cierto, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley Orgánica del 

Tribunal Constitucional, es de veinte días y no de treinta, por tener su 

origen la vulneración del derecho fundamental en una acto 

administrativo. 

 

II. Tribunal Supremo. 

 

Vive en la actualidad la Sala de lo Social del Tribunal Supremo una 

situación inédita, por su reciente renovación en la mitad de su 

composición, debida a la parálisis provocada por el bloqueo en los 

nombramientos, que sufrió largamente y hasta fechas recientes el 

Consejo General del Poder Judicial. Esa renovación tan acusada crea 

inquietud e incertidumbre, por si la misma pudiera variar, o truncar 

incluso, algunos criterios de la Sala IV pendientes de convertirse en 

doctrina legal o jurisprudencial. Tiempo al tiempo. 

 

1. STS 478/2024, de 14 de marzo (rc 96/2022 – 

ES:TS:2024:1637). 

 

Impugnación del convenio colectivo de la aerolínea Iberia, que permite 

a la Sala IV analizar el alcance y aplicación del preaviso de cinco días 

en los supuestos de distribución irregular de la jornada, ex artículo 34.2 



ET. Matiza su doctrina y considera que tal preaviso no resulta aplicable 

en los supuestos de cambio de turno, que no responden a la 

distribución irregular de la jornada. La afectación de la compatibilidad 

de dichos cambios de turno con las responsabilidades familiares, es 

resulta en el sentido de que la persona trabajadora cuenta con 

derechos de conciliación que puede ejercer para garantizar la atención 

de dichas responsabilidades (adaptación o reducción de jornada). 

 

2. STS 522/2024, de 3 de abril (rcud 2075/2023 – 

ES:TS:2024:2099). 

 

Reitera el Tribunal Supremo su criterio, ahora ya jurisprudencial, de 

considerar que la entrega de la copia del escrito de preaviso, que ya se 

tuvo oportunidad de concretar que se refiere a la carta comunicando la 

extinción del contrato de trabajo por causas objetivas (art. 52.d/ ET), 

a la representación legal de las personas trabajadoras (art. 53.1.c/ ET), 

no tiene porque producirse con antelación o simultáneamente a la 

comunicación extintiva a la persona trabajadora, sino que la misma se 

puede producir con posterioridad, siempre que se lleve a cabo en un 

plazo prudencial, que no se concreta, siendo muy breve en los asuntos 

hasta ahora resueltos por la Sala (STS 494/2023, de 5 de julio). Quizá 

pueda considerarse al menos que si transcurren veinte días hábiles, se 

pueda considerar la comunicación a la representación legal de las 

personas trabajadoras como extemporánea, por cuanto se frustrarían 

las finalidades de la referida comunicación. 

 

3. STS 727/2024, de 22 de mayo (rcud 2075/2023 – 

ES:TS:2024:2879). 

 

Asunto que se origina en el Juzgado de lo Social nº 3 de Cáceres, con 

sede en Plasencia, que considera caducada la acción de despido, al 

haber sido presentada la papeleta de intento de conciliación 

preprocesal en el 21º día hábil siguiente del plazo de impugnación del 

despido. El Tribunal Superior extremeño confirma la caducidad de la 

acción; pero la Sala IV estima el recurso de casación unificadora, 

considerando que la acción está instada en plazo, descartando la 

caducidad de la acción. Resulta relevante el detalle de no constar 

probada la hora de presentación de la papeleta, de manera que se 

considera que está interpuesta en plazo, al no computar este 21º día 

en el plazo, que queda congelado, de manera que presentada la 

demanda al día siguiente del acto de intento de conciliación, sin que 



hubieran transcurrido más de quince días hábiles desde la presentación 

de la papeleta, se concluye que la demanda está interpuesta en el 

último día del plazo. 

 

4. STS  903/2024, de 11 de junio (rcud 2075 – 

ES:TS:2024:3454). 

 

Representante sindical que interpone demanda de tutela de derechos 

fundamentales, al exigirle la empresa que justifique genéricamente el 

uso del crédito horario representativo, que reconoce el artículo 68.e/ 

ET, procediendo a dejar de abonar el salario correspondiente a dicho 

periodo, que suponía un total de 70 horas y 30 minutos de crédito 

horario. El Juzgado de lo Social nº 3 de Ourense desestima la demanda, 

pero el Tribunal Superior de Justicia gallego estima el recurso de 

suplicación y considera que se ha vulnerado el derecho fundamental de 

libertad sindical, condenando además a la empresa al abono de la 

indemnización de 6.250 €. La Sala IV estima el recurso de casación de 

la empresa y considera que resulta acorde con lo dispuesto en el 

artículo 37.3.e/ ET, como control razonable, la justificación genérica del 

crédito horario representativo (reunión en el sindicato o con la 

empresa, asamblea, formación, etc.). 

 

5. SSTS 1038 Y 1306/2024, de 10 de septiembre y 2 de 

diciembre (rcud 1636/2021 y 3354/2023 – ES:TS:2024:4494 y 

5971, respectivamente). 

 

Reitera el Tribunal Supremo su doctrina sobre la posible ampliación de 

la demanda tras el intento de conciliación previo preprocesal.  

 

En la primera de ellas se alega la situación de embarazo de la 

demandante, por primera vez en la demanda, interesando la nulidad 

del despido. El Juzgado de lo Social nº 4 de Sevilla y la Sala de 

suplicación andaluza consideran el despido improcedente, sin atender 

a la circunstancia de embarazo, por no haber sido invocada en el 

trámite de intento de conciliación. La Sala IV del Tribunal Supremo 

acepta que se pueda invocar en la demanda por primera vez tal 

circunstancia, calificando de nulo el despido. 

 

En la segunda sentencia también se amplía la demanda en relación a 

la papeleta de conciliación, en este caso invocando la falta de 

expediente disciplinario previo, que exige la norma convencional de 



referencia, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 401.2 LEC, que 

permite ampliar la demanda antes de la contestación a la misma, 

siempre que no provoque indefensión. El Juzgado de lo Social nº 3 de 

Córdoba había calificado el despido de improcedente y la Sala de 

suplicación como procedente. 

 

Posteriormente, ya en el año 2025, el Tribunal Supremo ha seguido 

aplicando esta doctrina, en concreto sobre la alegación por primera vez 

de la garantía de indemnidad en la demanda (STS 49/2025, de 21 de 

enero, rcud 5375/2023 – ES:TS:2025:158). 

 

6. STS 1164/2024, de 24 de septiembre (rcud 326/2023 – 

ES:TS:2024:4741). 

 

Contrato de trabajo en el que se pacta que el periodo de prueba sea el 

previsto en el convenio colectivo, sin concreción de su duración. El 

Juzgado de lo Social nº 15 de Madrid y la Sala de suplicación madrileña 

habían desestimado la demanda y el recurso, ante la extinción de la 

relación laboral durante el periodo de prueba fijado en el convenio 

colectivo. La Sala IV estima el recurso de casación unificadora y 

considera que el periodo de prueba debe pactarse expresamente, 

fijando su duración, sin que quepa una remisión a lo dispuesto en el 

convenio colectivo de aplicación. Condena a la empresa a readmitir al 

trabajador o al abono de la indemnización legal, en este caso en cuantía 

de 119,05 €. En este caso el despido fue calificado de improcedente, 

pero cobra mucha relevancia este criterio cuando se planteen 

circunstancias que pueden dar lugar a la nulidad del despido. 

 

7. STS 1195/2024, de 15 de octubre (rcud 4484/2023 – 

ES:TS:2024:5084). 

 

Despido disciplinario de empleada de un gran almacén, con antigüedad 

de catorce años de antigüedad, que es declarado procedente, por el 

aprovechamiento indebido de dos vales descuento en cuantía total de 

12 €. La medida disciplinaria se adopta justo siete días después de 

haber reducido la trabajadora su jornada en ejercicio de sus derechos 

de conciliación, circunstancia que no resulta analizada en las sentencias 

dictadas en este asunto. El despido es procedente teniendo en cuenta 

la tipificación que realiza el convenio colectivo aplicable, con 

independencia del valor de mercado de lo apropiado. 

 



8. STS 1250/2024, de 18 de noviembre (rcud 2961/2023 – 

ES:TS:2024:6112). 

 

Quizá la sentencia más relevante dictada por el Tribunal Supremo en 

el año 2024. Se supera el criterio jurisprudencial sentado en su doctrina 

de los años 80 del siglo pasado, sobre el alcance de lo dispuesto en el 

artículo 7 del Convenio nº 158 de la OIT. Tiene presente la Sala IV 

algunas circunstancias que desde entonces han acontecido, la 

promulgación de la Ley de Tratados Internacionales (2014), el 

desarrollo de la doctrina constitucional sobre el control de 

convencionalidad, la eliminación de los salarios de tramitación con 

carácter general y la eliminación del despido nulo por defectos 

formales; para concluir que desde esta nueva sentencia resulta exigible 

el requisito de permitir a la persona trabajadora la posibilidad de 

defenderse antes de dar por terminada la relación laboral por motivos 

relacionados con su conducta o su rendimiento, de manera que en caso 

contrario el despido disciplinario se calificaría de improcedente. 

Resuelve la Sala IV que este criterio resulta aplicable desde esta nueva 

sentencia, aplicando la propia norma internacional, que prevé que tal 

requisito resulta preceptivo, “a menos que no pueda pedirse 

razonablemente que el empleador le conceda tal posibilidad”; 

considerando el Tribunal Supremo que antes de su nuevo 

pronunciamiento a las empresas, a la vista de su antigua y consolidada 

doctrina, no se les podía exigir razonablemente cumplir tal requisito. 

 

9. STS 1350/2024, de 19 de diciembre (rcud 2961/2023 – 

ES:TS:2024:6112). 

 

En esta sentencia el Tribunal Supremo considera que la previsión 

contenida en el artículo 10 del Convenio nº 158 de la OIT, que prevé 

que la indemnización por despido improcedente resulte adecuada o 

suponga una reparación apropiada, se cumple en nuestro sistema de 

indemnización tasada, que la doctrina constitucional ha considerado 

que no contraviene dicha normativa internacional.  

 

Persiste el debate sobre el alcance de la aplicación de lo dispuesto en 

el artículo 24 de la Carta Social Europea (revisada) (BOE 11-6-2021), 

que en este caso por ser anterior el despido a su publicación no es 

analizado, y que prevé la necesidad de establecer una indemnización 

adecuada u otra reparación apropiada, cuando se haya producido un 

despido sin razón válida para ello, relacionada con las aptitudes o 

conducta de la persona trabajadora o basadas en las necesidades de 



funcionamiento  de la empresa, establecimiento o del servicio; y a 

Decisión de fondo del Comité Europeo de Derechos Sociales de 20 de 

marzo de 2024 (UGT v España), hecha pública el 29 de julio de 2024, 

que considera que los límites máximos fijados por la legislación 

española no son lo suficientemente elevados para reparar el daño 

sufrido por la persona trabajadora que resulta despedida y no disuaden 

a la empresa, al no tenerse en cuenta debidamente el perjuicio real 

sufrido por la persona trabajadora afectada en relación con las 

circunstancias o características específicas del caso, entre otras 

razones porque la posibilidad de indemnización adicional es muy 

limitada en la práctica de los tribunales españoles (párrafo 80), 

vulnerándose por tanto el artículo 24.b de la Carta Social Europea 

(párrafo 81). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


